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JEFATURA DEL ESTADO

18616 REAL DECRETo-LEY 8/1994, de 5 de agosto,
de supresión de las Cámaras Oficiales de la Pro­
piedad Urbana y su Consejo Superior como Cor­
poraciones de derecho público y de regulación
del régimen y destino de su patrimonio.

La disposición final décima de la Ley 4/1990,
de 28 de junio. de Presupuestos Generales del Estado
para 1990. suprimió las Cámaras Oficiales de la Pro­
piedad Urbana y su Consejo Superior como Corpora­
ciones de derecho público, facultando al Gobierno para
que mediante Real Decreto. estableciera el régimen y
destino del patrimonio y del personal de las Cámaras
sometidas a la tutela estatal.

La complejidad de la instrumentación del mandato
del legislador dada la doble fuente de financiación, cuo­
tas obligatorias y voluntarias, de las Cámaras de la Pro­
piedad Urbana y la presencia entre su personal de colec­
tivos contratados en régimen laboral y otros sometidos
a estatuto propio como los Secretarios de las Cámaras.
exigió la participación de los Ministerios de Economía
y Hacienda. para las Administraciones Públicas y de
Obras Públicas. Transportes y Medio Ambiente, coor­
dinados por el entonces Miniterio de Relaciones con las
Cortes y de la Secretaría del Gobierno. en la elaboración
del correspondiente proyecto de Real Decreto que viniera
a dar cumplimiento al mandato del legislador. Por otra
parte al tratarse de una norma reglamentaria dictada
en desarrollo de una Ley, resultaba asimismo preceptivo
el dictamen del Consejo de Estado que fue requerido
en su momento. Todas estas circunstancias demoraron
la aprobación del mencionado Real Decreto que todavía
no se ha producido.

Con independencia del proceso encaminado a cum­
plir el mandato del legislador. la disposición final décima
de la Ley 4/1990. de 29 de junio. de Presupuestos Gene­
rales del Estado para 1990. fue objeto de un recurso
de inconstitucionalidad interpuesto por el Gobierno de
la Comunidad Autónoma de Galicia y por 78 Diputados
del Grupo Parlamentario Popular.

El Tribunal Constitucional. en sentencia de 20 de junio
de 1994, adoptada por mayoría de los miembros del
Tribunal ha declarado la inconstitucionalidad y consi­
guiente nulidad de dicha disposición final décima por
vulneración del artículo 134.2 de la Constitución esti­
mando que la Ley de Presupuestos Generales del Estado
no es el marco adecuado para introducir una normativa
del tenor de la cuestionada por los recurrentes.

En estas circunstancias y teniendo en cuenta el perío­
do de transitoriedad que abrió en su momento la Ley
de Presupuestos Generales del Estado para 1990 en
lo que se refiere al régimen jurídico tanto del personal
como del patrimonio de las Cámaras Oficiales de la Pro­
piedad, procede por razones de urgencia para evitar un
mayor deterioro de la situación de dichas entidades y

concretar las expectativas creadas a su personal. regular
a través del instrumento jurídico pertinente el destino
del personal y patrimonio de dichas Cámaras cuya razón
de ser como Corporaciones de derecho público, dado
el contenido de los intereses que representan y la libertad
de asociación consagrada en la Constitución, no resulta
justificado.

La urgencia subrayada anteriormente aconseja la uti­
lización del mecanismo previsto en la Constitución, pro­
cediendo. por tanto. la promulgación del oportuno Real
Decreto-ley.

En su virtud haciendo uso de la autorización contenida
en el artículo 86 de la Constitución Española, y previa
deliberación del Consejo de Ministros en su reunión de
5 de agosto de 1994.

DISPONGO:

Artículo único.

Las Cámaras Oficiales de la Propiedad Urbana y el
Consejo Superior ce las mismas, reguladas por el Real
Decreto 1649/1977. de 2 de junio, quedan suprimidas
como Corporaciones de derecho público. desaparecien­
do, en consecuencia. la referencia a las mismas con­
tenida en el artículo 15. La) de la Ley 12/1983. de 14
de octubre, del Proceso Autonómico.

Disposición adicional única.

Se faculta al Gobierno para que mediante Real Decre­
to establezca el régimen y destino del patrimonio y per­
sonal de las mismas. Dicha regulación:

a) Establecerá la forma y requisitos por los que ha
de regirse la elaboración, por la Administración Pública
que hasta ahora tenga atribuida su tutela. del inventario
de bienes y derechos que constituyen el patrimonio de
las mismas. así como la determinación de 'qué parte
del total de dicho patrimonio ha sido generado directa
o indirectamente con cargo a la cuota obligatoria u otras
actuaciones derivadas de obligaciones legales y cuál se
considera generada con ingresos diferentes a los ante­
riores. El patrimonio que de acuerdo con la citada deter­
minación haya sido generado con cargo a la cuota obli­
gatoria u otras actuaciones derivadas de obligaciones
legales. será inscrito. titulado o ingresado. según el tipo
de patrimonio de que se trate. a nombre de las corres­
pondientes Administraciones Públicas para el cumpli­
miento o realización de fines o servicios públicos. La,
parte del patrimonio generada con ingresos diferentes
a los antes citados será igualmente inscrito. titulado o
ingresado a favor de las Administraciones Públicas
correspondientes que lo podrán adscribir a aquellas aso­
ciaciones sin ánimo de lucro constituidas o que se cons­
tituyan y que tengan como finalidad esencial la defensa.
promoción e información de los propietarios y usuarios
de viviendas urbanas.

b) Fijará el destino del personal que el día 1 de
junio de 1990 prestaba servicios en las Cámaras some­
tidas a la tutela estatal. siempre que las mismas no hubie-
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ran sido objelo de traspaso a la correspondiente Comu­
nidad Autónoma, el cual se integrará en la Administra­
ción del Estado, así como el régimen y condiciones en
que se producirá esta integración, con respecto de las
normas vigentes sobre el personal al servicio de la Admi­
nistración Pública.

Las restantes Administraciones Públicas que ejerzan
la tutela sobre las correspondientes Cámaras de la Pro­
piedad Urbana adoptarán asimismo las determinaciones
necesarias para la integración del personal de aquéllas.

Disposición transitoria única.

Hasta 'tanto entre en vigor la regulación prevista en
el apartado anterior, las Cámaras seguirán rigiéndose
por la normativa que les sea de aplicación, si bien los
actos de disposición, gestión y administración adoptados
por sus órganos de gobierno que afecten al patrimonio
y personal de las mismas, requerirán para su efectividad
la previa autorización de la Administración Pública que
tenga atribuida su tutela, sin cuyo requisito serán nulos.
Para el ejercicio de dicha función la citada Administra­
ción Pública podrá designar un representante delegado
de la misma en cada Cámara, así como en el Consejo
Superior.

Disposición final primera.

Lo establecido en este Real Decreto-Iey tiene carácter
básico.

Disposición final segunda.

El presente Real Decreto-ley entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del
Estado...

Dado en Palma de Mallorca a 5 de agosto de 1994.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,
FELIPE GONZALEZ MARQUEZ

18617 REAL DECRETD-LEY 9/1994, de 5 de agosto,
por el que se adoptan medidas urgentes para
el abastecimiento de agua a los núcleos urba­
nos dé la bahía de Palma de Mallorca.

El artículo 10 del Real Decreto-ley 3/1992, de 22
de mayo, por el que se adoptan medidas urgentes para
reparar los efectos producidos por Ja sequía, declaró de
interés general, entre otras, las obras de abastecimiento
de agua en la zona del entorno de la bahía de Palma
de Mallorca.

En la actualidad se encuentran ya ejecutadas las obras
para la conducción de aguas desde el acuífero L1ubí-Muro
hasta la zona mencionada y en preparación las de cons­
trucción de la planta desaladora de la bahía de Palma
y las de conducción de agua desde Sa Costera-Sóller
a la misma zona.

Es indudable que la puesta en servicio de esas obras
resolverá los problemas de suministro que presenta el
entorno de la bahía de Palma de Mallorca, pero en este
momento la situación, que en circunstancias hidrológicas
normales ya plafltearía problemas, se ha convertido en
muy grave a causa de la prolongada sequía. El estado
de las reservas de agua en el momento presente hace
temer que a muy corto plazo no podrá cubrirse de forma
suficiente la demanda de agua para el abastecimiento
de poblaciones en esa zona.

La situación descrita y las circunstancias de extraor­
dinaria y urgente necesidad que en ella concurren hace
precisa la adopción, de modo inmediato, de medidas
especiales que permitan paliar la grave insuficiencia
actual de abastecimiento de agua hasta el momento
en que mejore la situación de las reservas, bien por la
modificación de las circunstancias hidrológicas, bien, si
ésta no se produjera, por la entrada en servicio 'en el
futuro de las obras programadas. Y el instrumento nece­
sario para la articulación de esas medidas debe revestir
la forma de Real Decreto-ley, no sólo por la concurrencia
de las circunstancias de extraordinaria y urgente nece­
sidad que al respecto exige el artículo 86 del a Cons­
titución Española, sino porque la adopción de esas medi­
das afecta y modifica a lo regulado en la Ley 18/1981.
de 1 de julio, sobre actuaciones en materia de aguas
en Tarragona. .

La solución, aunque naturalmente limitada en el tiem­
po, que mejor reúne los requisitos de factibilidad y de
garantía respecto a la cantidad y calidad de los caudales
necesarios, es la utilización de aguas procedentes de
los caudales recuperados en los sistemas del delta del
río Ebro, según lo dispuesto en la precitada Ley
18/1981, que no han sido todavía concedidas al Con­
sorcio de Aguas de Tarragona, conducidas y potabili­
zadas a través de las instalaciones de que dispone el
citado Consorcio y transportadas posteriormente hasta
la isla de Mallorca por vía marítima.

Para hacer efectiva la utilización de esos caudales
habrán de ejecutarse además, con carácter de emer­
gencia, determinadas obras en Tarragona y Mallorca en
las condiciones acordadas en el Convenio de colabo­
ración suscrito entre el entonces Ministerio de Obras
Públicas y Urbanismo y la Generalidad de Cataluña en
materia de obras hidráulicas el 27 de diciembre de 1985,
en el caso de Tarragona y en los Convenios suscritos
entre el entonces Ministerio de Obras Públicas y Urba­
nismo y la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares
en materia de obras hidráulicas el 28 de octubre de
1986, y entre el Ministerio de Obras Públicas, Trans­
portes y Medio Ambiente y la misma Comunidad Autó­
noma sobre actuaciones para el abastecimiento de agua
a las poblaciones del entorno de la bahía de Palma de
Mallorca y otras materias el 26 de marzo de 1994, en
el caso de Mallorca.

En su virtud, en uso de la autorización contenida en
el artículo 86 de la Constitución y previa deliberación
del Consejo de Ministros en su reunión de 5 de agosto
de 1994,

DISPONGO:

Artículo 1.

1. Se autoriza la utilización de aguas procedentes
de las instalaciones de captación establecidas en cum­
plimiento de lo dispuesto en la Ley 18/1981, de 1 de
julio, sobre actuaciones en materia de aguas en Tarra­
gana, con destino al abastecimiento de los núcleos de
población situados en el entorno de la bahía de Palma
de Mallorca, en la isla de Mallorca.

2. El volumen máximo anual de agua a derivar para
esta utilización se establece en 10 hectómetros cúbicos,
con el límite máximo de 35.000 metros cúbicos diarios.
Los caudales autorizados en este Real Decreto-Iey serán
en todo caso adicionales a los ya concedidos al Consorcio
de Aguas de Tarragona con arreglo a lo dispuesto en
la precitada Ley 18/1981, sin que en ningún caso la
suma de ambos caudales pueda exceder en ningún
momento de 4 metros cúbicos por segundo, y sin que
los caudales a derivar con destino a la isla de Mallorca
puedan afectar a las condiciones y términos de la con-


